SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°041
RADICACIÓN: 660013109001201800101-01
ACCIONANTE: OCTAVIO DE JESÚS MARÍN B.
CONFIRMA SENTENCIA 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS PARA CONSIDERARLO CUMPLIDO / NO SE REQUIERE QUE LA RESPUESTA SEA POSITIVA / NEGATIVA A SUMINISTRAR COPIA DE ACTUACIONES PENALES SOMETIDAS A RESERVA.
La Corte Constitucional ha predicado que cuando se trata de la protección del derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por el quebrantamiento a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. (…)
… de la información arrimada al dossier se aprecia que la Fiscal 2ª Local de Pereira, mediante oficio  de noviembre 07 de 2018, le comunicó al acá accionante que no fue posible realizar el interrogatorio a la señora…, e igualmente que de llegar a existir el mismo, así como la transcripción de las presuntas llamadas amenazantes, estos tienen reserva… Esa comunicación fue puesta en conocimiento al accionante, según fue corroborado por el juzgado de primer nivel, y así se dejó expresamente plasmado en la parte motiva de la sentencia .

Por lo anterior, considera el Tribunal que la Fiscalía, aunque de manera tardía, sí respondió lo pedido por el accionante, no obstante que ello no consultó lo pretendido por el actor.
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                                                RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


Pereira, veinticinco (25) de abril de dos mil diecinueve (2019)
       Acta de Aprobación N° 386




                             Hora: 11:00 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN BOTERO, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de tutela promovida en contra de la Fiscalía 2 Local de Pereira.
2.- DEMANDA 

Señala el señor MARÍN BOTERO que en julio 04 de 2018 solicitó a la Fiscalía copia del interrogatorio efectuado a MÓNICA CARDONA ARROYAVE, al ser escuchada por la Policía Judicial, lo cual reiteró en julio 25, donde igualmente pidió que le fueran enviadas las grabaciones registradas en la memoria del celular relacionado con llamadas amenazantes que se dice le realizó a la misma.

Pide se le ordene a la Fiscalía que legalice las actuaciones y que no se pretenda archivar la actuación adelantada contra la referida ciudadana.

 3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado admitió la acción constitucional y ordenó correr traslado a la Fiscalía 2ª Local de Pereira, cuya titular se opuso a lo pretendido por el accionante al indicar que no se han vulnerado los derechos fundamentales del accionante, toda vez que de conformidad con el canon 212B, la actuación goza de reserva; así mismo, señala que se procedió al archivo del caso radicado al N° 660016000036201504426, cuya notificación se dispuso y alude que el actor ha elevado reiteradas peticiones con el fin de atentar contra la ágil administración de justicia y congestionar el despacho que cuenta con más de 1000 investigaciones.

3.2.- Dentro del término constitucional y legal (noviembre 21 de 2018) el a quo  emitió providencia en la que declaró la existencia de un hecho superado, toda vez que en curso del trámite constitucional la fiscal accionada emitió respuesta de fondo donde resolvió lo requerido.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, el señor MARÍN BOTERO presentó un farragoso escrito del cual se puede extractar lo siguiente: (i) señala que lo pedido no ha sido resuelto de fondo, y no podía por ende aplicarse la figura del hecho superado, en tanto la afectación a sus derechos fundamentales no ha cesado ya que la vulneración se genera desde el comienzo del proceso que allí se tramita, pues a la fecha la Fiscal no ha comparecido ante el Juez de control de garantías para legalizar la conducta cometida por MÓNICA CARDONA; (ii) no entiende por qué motivo la fiscal ordenó el archivo del proceso y si la Fiscalía encontró que la señora MÓNICA no tuvo motivo alguno para mentir, con fundamento en fallos de tutela, pide se  realice un cotejo de voz, de qué teléfono o celular los llamó o dónde se encontraba, en tanto la Fiscalía no puede confundir los hechos del proceso penal con lo que tanto ella como su hijo declararon; y (iii) la Fiscalía no tiene cómo aplicar el artículo 79 C.P.P. al saber que existe el delito que cometió MÓNICA CARDONA, y pide que el ente acusador le aporte el comprobante de video y los audios de la audiencia virtual llevada a cabo en Puerto Triunfo para conocer su legalidad.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, 1º del Decreto 1382/00, 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15 y 1° del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer si en este asunto había lugar a declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, como así lo dispuso el a quo, o si, por el contrario, aún persiste la vulneración de los derechos fundamentales reclamados por el accionante. 
5.2.- Solución a la controversia
Debe empezar por señalar la Sala que si bien en principio el juzgado de primer nivel había declarado como extemporánea la impugnación presentada en este asunto por parte del señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN BOTERO, tal determinación fue objeto de solicitud de amparo por parte del antes mencionado, lo que dio lugar a que esta Corporación mediante decisión de abril 05 de 2019 protegiera el derecho fundamental al debido proceso que le asistía y en consecuencia le ordenó al Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira que le diera trámite al recurso impetrado, mismo que será objeto de estudio en esta oportunidad.

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Del estudio del escrito de tutela presentado por el señor MARÍN BOTERO se desprende con meridiana claridad que acude ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera quebrantado por parte de la Fiscalía 2ª Local de Pereira, toda vez que mediante escritos de  julio 04 y julio 25 de 2018 solicitó copia del interrogatorio suscrito por MÓNICA CARDONA ARROYAVE y la transcripción de las grabaciones registradas en la memoria del celular de las supuestas llamadas amenazantes que él le realizó tanto a ella como a la víctima, sin que la Fiscalía le hubiere respondido lo pertinente, además de no haber lugar a que se decretara el archivo del proceso.

La Corte Constitucional
 ha predicado que cuando se trata de la protección del derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por el quebrantamiento a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

En este caso, el señor OCTAVIO MARÍN expresa que no obstante haber enviado dos solicitudes a la Fiscalía 2ª Local de Pereira en julio 04 y julio 25 de 2018 con miras  a obtener información de algunos elementos de prueba recaudados en la investigación que allí se surte, ninguna respuesta le fue ofrecida, evidenciándose que le asistía razón al acudir a la acción constitucional en procura del amparo de su derecho de petición, en tanto a la fecha de interposición de esta -noviembre 02 de 2018- habían transcurrido algo más de tres meses sin habérsele atendido lo pedido.
No obstante, de la información arrimada al dossier
 se aprecia que la Fiscal 2ª Local de Pereira, mediante oficio  de noviembre 07 de 2018
, le comunicó al acá accionante que no fue posible realizar el interrogatorio a la señora MARÍA MÓNICA CARDONA ARROYAVE, e igualmente que de llegar a existir el mismo, así como la transcripción de las presuntas llamadas amenazantes, estos tienen reserva, tal cual así se desprende de lo reglado en el canon 212B C.P.P, adicionado por la Ley 1908 de 2018. Esa comunicación fue puesta en conocimiento al accionante, según fue corroborado por el juzgado de primer nivel, y así se dejó expresamente plasmado en la parte motiva de la sentencia
.
Por lo anterior, considera el Tribunal que la Fiscalía, aunque de manera tardía, sí respondió lo pedido por el accionante, no obstante que ello no consultó lo pretendido por el actor. De esa manera, la decisión no podía haber sido diferente a la emitida por el juez a quo, al declarar la carencia actual del objeto por hecho superado, y en tal sentido se acompañará el fallo proferido.

Ahora bien, no puede dejar de lado la Sala que si bien el señor OCTAVIO MARÍN mostró igualmente su discrepancia por la decisión adoptada por la Fiscalía 2° Local de Pereira al ordenar el archivo de la actuación seguida contra MARÍA MÓNICA CARDONA ARROYAVE, debe indicársele que no es la tutela la vía adecuada para lograr que la Fiscalía disponga el desarchivo de la misma, pues ello iría en contravía del principio de subsidiariedad que rige este trámite constitucional al existir un mecanismo ordinario que contempla el ordenamiento legal, como es el de solicitar a la referida Fiscalía que proceda de tal manera, o en su defecto acudir ante el juez con función de control de garantías para que obre en tal sentido. Lo dicho, de conformidad con lo señalado por la Corte Constitucional en la sentencia C-1154 de 2011, al condicionar la interpretación del artículo 79 C.P.P., en el sentido que tanto los denunciantes y víctimas como el Ministerio Público pueden promover el desarchivo de la investigación penal.

En el presente asunto no obra constancia alguna que el señor OCTAVIO DE JESÚS MARÍN haya procedido de tal manera, ya fuera por intermedio de apoderado de confianza o asignado por la Defensoría Pública, y por ende no puede el juez constitucional invadir la órbita de competencia que le asiste a la Fiscalía 2ª Local o al juez con función de control de garantías, quienes son los encargados de determinar si es procedente atender su reclamación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE



JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala 

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Se trata de copia del proceso, toda vez que el expediente original se remitió a la H. Corte Constitucional luego de que el despacho de primer nivel declarara extemporánea la impugnación presentada.


� Ver folio 7.


� Ver último párrafo de la página 3 de la sentencia de primer nivel. Folio 9
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